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COEXISTENCIA ENTRE EL CONTROL FISCAL NACIONAL Y TERRITORIAL1 

 

RICARDO LÓPEZ ARÉVALO2 

Resumen 

 

Colombia está concebida como un Estado Social de Derecho y en razón a ello la función administrativa 

se encuentra al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de 

igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la 

descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones, (Constitución Política de 

Colombia, 1991), lamentablemente a lo largo de la historia, el país ha sufrido el flagelo de la 

corrupción y la naturaleza de dicha función se ha visto afectada, es por ello que el Legislador y las 

propias instituciones han adoptado herramientas tales como el control fiscal a través del cual se procura 

garantizar el buen uso y cuidado de los recursos públicos, así como la imposición de sanciones 

resarcitorias cuando se afecte el patrimonio público; sin embargo frente a las numerosas situaciones 

que han afectado gravemente el patrimonio de la Nación por el fenómeno de la corrupción se ha puesto 

en tela de juicio en el debate nacional la operatividad misma del control Fiscal y las entidades que lo 

ejercen en el nivel nacional como territorial. Por tales motivos la presente investigación pretende 

analizar, si en efecto el control fiscal tal y como está contemplado en Colombia cuenta con los 

elementos que le permiten desarrollarse de manera eficiente, eficaz y articulada entre los territorios y 

la Nación, o si por el contrario se requiere una reforma integral que permita una eficiente articulación 

entre el control fiscal nacional y territorial o que se concentre en un solo órgano su función; para tal 

                                                      
1
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fin se tendrán en cuenta los diferentes puntos de vista entorno a modificaciones formales,  legales y 

Constitucionales del control fiscal en Colombia. 

 

Palabras clave:  

Patrimonio Público, Responsabilidad Fiscal, Control Fiscal, corrupción, articulación, eficacia, 

eficiencia. 
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COEXISTENCE BETWEEN NATIONAL AND TERRITORIAL FISCAL CONTROL 

Abstract 

 

Colombia is conceived as a Social State of Law and because of that the administrative function is at 

the service of general interests and is developed based on the principles of equality, morality, 

efficiency, economy, speed, impartiality and publicity, through the decentralization, delegation and 

deconcentration of functions, (Political Constitution of Colombia, 1991), unfortunately throughout 

history, the country has suffered the scourge of corruption and the nature of this function has been 

affected, that is why that the Legislator and the institutions themselves have adopted tools such as 

fiscal control through which it seeks to ensure the proper use and care of public resources, as well as 

the imposition of sanctions when the public patrimony is affected; However, in the face of the 

numerous situations that have seriously affected the Nation's heritage due to the phenomenon of 

corruption, the very effectiveness of the Fiscal control and the entities that exercise it at the national 

level have been questioned in the national debate. territorial. For these reasons the present investigation 

intends to analyze, if indeed the fiscal control as contemplated in Colombia has the elements that allow 

it to develop efficiently, effectively and articulated between the territories and the Nation, or if on the 

contrary it is it requires an integral reform that allows an efficient articulation between the national 

and territorial fiscal control or that concentrates in a single organ its function; for this purpose, the 

different points of view regarding formal, legal and Constitutional modifications of fiscal control in 

Colombia will be taken into account. 

Keywords: 

Public Patrimony, Fiscal Responsibility, Fiscal Control, corruption, articulation, effectiveness, 

efficiency. 
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INTRODUCCIÓN 

 

El modelo de control fiscal en Colombia está contemplado actualmente por el constituyente de 

1991 para ser ejercido de manera posterior y selectiva, entendiéndose como la vigilancia de las 

actividades, operaciones y procesos ejecutados por los sujetos de control y de los resultados obtenidos 

por los mismos, en este orden de ideas, la vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el ejercicio 

de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía la equidad 

y la valoración de los costos ambientales  (Constitución Política de Colombia, 1991). 

 

Este modelo fue avalado posteriormente por la Corte Constitucional indicando que la 

autonomía funcional y orgánica de las Contralorías no sólo tiene como finalidad fortalecer el control 

fiscal sino también hacer frente a las disfuncionalidades que dicho control puede generar, por lo cual 

la Carta pretende evitar que la actividad de control se traduzca en una coadministración. Por ello la 

Constitución no sólo “termina con la coadministración que se ejercía mediante el control fiscal previo” 

sino que además dispone que la Contraloría no "tendrá funciones administrativas distintas a las 

inherentes a su propia organización (sentencia,1998) , en el mismo sentido la alta corte señaló que: 

”Los órganos de control, que vigilan el manejo fiscal y administrativo, el cumplimiento de la ley y la 

moralidad pública, y que verifican los resultados de las gestiones estatales, ejerzan su función de 

conformidad con las nuevas directrices trazadas al control fiscal, aquella debe tener lugar de manera 

posterior y selectiva , sin interferir ni invalidar la órbita de competencias propiamente administrativas 

y de asumir una responsabilidad coadministradora que la Constitución  no ha previsto. (Constitucional, 

Sentencia C 113, 1999)   
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Sin embargo, de cara al fenómeno de la corrupción y su efecto devastador en el país, es que la 

presente investigación se ocupará de analizar la pertinencia del modelo de control fiscal actual frente 

a la verdadera lucha contra la corrupción y su eficacia en Colombia, así mismo, de cara a la 

organización del Estado y descentralización en las regiones, la coordinación del nivel nacional con el 

territorial y la eficiencia de un sistema normativo que parece restringir de alguna manera la actuación 

de las instituciones que cumplen con dicha función fiscalizadora.   

 

Todo lo anterior partiendo de la estructura actual del control fiscal en Colombia, los 

fundamentos que soportaron su origen, la legislación y su transformación en el tiempo, así como la 

aplicación actual y moderna en concordancia con las necesidades sociales en Colombia, pues en efecto 

el Legislador respetando la organización del sistema de control fiscal en sus diferentes niveles, ha 

establecido una variable de procedimientos jurídicos que fortalecen el mismo, pero que eventualmente 

y así podrá llegar a determinarlo la presente investigación, no están siendo suficientes ni coherentes 

con los requerimientos de la Nación, pues la vigilancia de la gestión fiscal del Estado incluye el 

ejercicio de un control financiero, de gestión y de resultados, fundado en la eficiencia, la economía, la 

equidad y la valoración de los costos ambientales (Constitución Política de Colombia , 1991), 

resultados del control fiscal que están siendo cuestionados justificada y permanentemente por la 

opinión pública.  

 

Pregunta de Investigación 

El carácter posterior y selectivo del control fiscal, a pesar de tener un rango Constitucional, 

genera debate frente a su eficacia, eficiencia y pertinencia para ejercer una verdadera gestión 

fiscalizadora que aporte a la lucha contra la corrupción y a la salvaguarda del patrimonio del país con 
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resultados reales oportunos y efectivos, sumado a lo anterior es notoria la falta de coordinación entre 

el control fiscal nacional y el territorial. 

 

Con base en lo anterior, la presente investigación pretende dar respuesta al siguiente problema 

de investigación: ¿Requiere Colombia una nueva regulación normativa que permita una efectiva 

articulación entre el control fiscal nacional y territorial que fortalezca los órganos de control en su 

función administrativa y de lucha contra la corrupción? O por el contrario ¿se debe unificar en un solo 

órgano el control fiscal del país?   

 

Supuesto teórico 

Si la Constitución y la ley prevén herramientas de articulación del control fiscal nacional y el 

territorial, así como si concomitantemente se generan reformas estructurales al ejercicio del control 

fiscal, se lograría entonces eficiencia y eficacia en la labor encomendada a las entidades responsables 

del control fiscal en Colombia. 

 

Objetivo General 

Establecer desde la perspectiva de la jerarquización normativa y la estructura estatal que 

concibe la existencia de órganos autónomos en materia de investigación, control y sanción, la inclusión 

de un control fiscal con herramientas innovadoras que fortalezcan el modelo actual de gestión, 

brindando planteamientos de análisis en pro de su articulación, eficacia y eficiencia tanto en el nivel 

nacional como en el territorial.  
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Objetivos específicos 

- Reconocer la correlación entre la estructura administrativa y presupuestal de la Nación y los 

territorios, así como su congruencia frente al modelo de control fiscal en Colombia.  

- Esbozar la pertinencia del control posterior y selectivo en relación con la estructura y 

organización del Estado y su uso como herramienta efectiva de lucha contra la corrupción y el modelo 

actual.  

- Encontrar si existen herramientas dentro de la legislación vigente que permitan la articulación 

entre el control fiscal nacional y territorial. 

- Formular sí la crisis del control fiscal es un problema formal, estructural, normativo o 

institucional. 

 

Desarrollo 

A continuación, se presentará un análisis de cada uno de los objetivos específicos y que de una u otra 

forma soportan la estructura actual del control fiscal, su eficiencia, eficacia, los factores que influyen 

en la crisis del modelo actual, paso previo a encontrar y formular propuestas para su fortalecimiento. 

 

Estructura administrativa y presupuestal del control fiscal en Colombia 

Se debe partir del concepto de -control fiscal- para posteriormente entender su estructura y la 

manera en la que está concebida su ejecución en Colombia, la Corte Constitucional lo ha definido 

como una actividad de exclusiva vocación pública que tiende a asegurar los intereses generales de la 

comunidad, representados en la garantía del buen manejo de los bienes y recursos públicos, de manera 

tal que se aseguren los fines esenciales del Estado de servir y de promover la prosperidad general, cuya 

responsabilidad se confía a órganos específicos del Estado como son las Contralorías (nacional, 
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departamental, municipal), aunque con la participación ciudadana en la vigilancia de la gestión 

pública. Pero si bien el ejercicio del control fiscal es responsabilidad de las contralorías, ello no excluye 

la posibilidad de que excepcionalmente la vigilancia se realice por los particulares. (Constitucional, 

Sentencia C 374, 1995)  

 

Bajo la anterior premisa debemos remitimos al artículo 1 de la Carta Constitucional a través 

del cual se indica que Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma de república 

unitaria, descentralizada, con autonomía de sus entes territoriales, democrática, participativa y 

pluralista. Es por ello que se hace necesario afirmar que la descentralización del país debe entenderse 

como principio constitucional, es decir que es base fundamental y desde allí parte la forma en la que 

se encuentran estructuradas las instituciones y autoridades administrativas, que para el asunto en 

comento corresponde al organismo de control, la Contraloría. (Alfonso, 2012) 

 

El precepto Constitucional descrito determina y trae inmerso el concepto de -autonomía 

territorial-, hablar de ello abarca muchos temas y debates, la mayoría de ellos académicos, pues con la 

evolución y desarrollo del país, se debe analizar la perdurabilidad del modelo territorial adoptado por 

la Constituyente de 1991, pues en efecto podría pensarse que dichos debates estarán enfocados en la 

tesis del beneficio de regresar a la centralización.  La descentralización entonces, es aquel modelo, 

figura o estructura que nace como respuesta a la necesidad de reorganización del territorio Colombiano 

pues en 1886 se encontraba de manera predominante y generalizada un excesivo centralismo, con una 

evidente concentración de poderes en el nivel central sin que estos enfocarán sus esfuerzos en las 

regiones lo que redundaba en un abandono completo de las mismas, bloqueando con ello la esencia de 

lo que ahora entendemos como -descentralización- y el surgimiento de los territorios, el impulso 
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autónomo que estos pueden darse generando con ello nuevas oportunidades en los aspectos tanto 

económico como social, político, fiscal y administrativo, teniendo así una efectiva presencia del Estado 

en las regiones.  

 

La descentralización supone aumentar el poder, la autonomía de decisión, las responsabilidades 

y las competencias de las colectividades locales. Por tanto, esta mayor libertad otorgada a las instancias 

territoriales en la toma de decisiones en los asuntos que les conciernen tiene por objeto lograr atender 

las demandas reales de la población, en aras de lograr una mayor eficiencia en el manejo de los asuntos 

públicos. Teniendo en cuenta lo anterior podemos concluir que la descentralización tiene como 

finalidad (i) descongestionar la administración por parte del gobierno central, (ii) acercar la 

administración a los ciudadanos, (iii) mejorar la administración pública, (iv) ejercer un mejor control 

sobre el territorio e (vi) impulsar un desarrollo territorial equilibrado. (Chaljub, 2013) 

 

Se tienen entonces tres elementos un Estado unitario, descentralizado y con autonomía de sus 

entidades territoriales que son los departamentos, los distritos, los municipios y los territorios 

indígenas y en el marco de esa autonomía tienen la facultad de regular y gestionar sus propios intereses, 

sin embargo existe un límite frente a ello en razón a la supremacía y jerarquía Constitucional, es decir 

que no ha sido capricho del Legislador establecer un contexto unitario de poder en concordancia con 

la soberanía popular y democracia participativa. (Constitucional, Sentencia C-478 , 1992). Cuando se 

habla de estos elementos, se debe tener en cuenta que fueron incorporados para dar forma a la actual 

organización territorial colombiana, partiendo de la estructura de su entorno y también de los procesos 

territoriales que se configuran como un conjunto de relaciones para nada fáciles y más bien complejas, 

en las cuales las entidades interactúan entre sí como un todo, respondiendo de tal forma a la unidad 
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antes mencionada. 

 

Ahora bien, desglosado el concepto de descentralización y su alcance, como se indicó, la 

autonomía también es presupuestal, refiriéndose por ejemplo a los planes de desarrollo a través de los 

cuales las entidades territoriales elaboran y adoptan de manera concertada entre ellas y el gobierno 

nacional, planes de desarrollo con el objeto de asegurar el uso eficiente de sus recursos y el desempeño 

adecuado de las funciones que les fueren asignadas normativamente, en materia presupuestal 

igualmente y en concordancia con el principio de descentralización se señala la distribución territorial 

del gasto público social, su financiación a través del sistema general de participaciones y de regalías 

(Constitución Política de Colombia, 1991) al igual que su  programación, asignación, apropiación , en 

conjunto con el artículo 353 de la Carta Constitucional mediante el cual se señala que las disposiciones 

establecidas en su capítulo III del presupuesto se aplicarán en lo pertinente, a las entidades territoriales 

para la elaboración, aprobación y ejecución de su presupuesto; y viene hacer tan claro el constituyente 

en materia de distribución de competencias y recursos que señala que “No se podrán descentralizar 

competencias sin la previa asignación de los recursos fiscales para atenderlas”. 

Y es que en un país donde en los territorios escasean los recursos para atender las necesidades 

básicas insatisfechas y en la que de los 1102 municipios que conforman el territorio nacional 955 son 

de categoría sexta (Nación C. G., 2017), es prioritaria la transferencia de recursos a las regiones 

garantizando en todo caso los principios de eficiencia administrativa, fiscal, equidad, eliminación de 

la pobreza y solidaridad entre otros. (Constitucional, Sentencia C 105, 2004)  

 

Pertinencia del control posterior y selectivo  

En relación con estos conceptos, relativos al control posterior y la selectividad, la Ley 42 de 
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1993, en su artículo 5 los define así:  

Control posterior: es “la vigilancia de las actividades, operaciones y procesos ejecutados por 

los sujetos de control y de los resultados obtenidos de los mismos.” 

Por control selectivo, “la elección mediante un procedimiento técnico de una muestra 

representativa de recursos, cuentas, operaciones o actividades para obtener conclusiones sobre el 

universo respectivo en el desarrollo del control fiscal”. Para el ejercicio del control posterior y selectivo 

las contralorías podrán realizar las diligencias que consideren pertinentes. (Suarez, 2004) 

 

Ahora bien, antes de la promulgación de la Constitución de 1991 el control fiscal se realizaba 

de manera previa, sin embargo y que como ya se expuso ello implicaba un elemento con factores en 

contra pues se concentraba en un mismo órgano demasiado poder, no siendo mayormente garante de 

un ejercicio eficaz de la gestión fiscalizadora, era entonces, así como la labor se veía obstruida ya que 

la propia administración resultaba congestionada por este tipo de procedimientos toda vez que no eran 

pocos. Por lo anterior el Constituyente consideró que a partir de ese momento el control debía ejercerse 

sobre las conductas que ya hubiesen sido terminadas por aquellos que administraban recursos en el 

curso de la función pública, es decir que lo que se controlaría serían los resultados de la función y el 

control previo es decir las medidas de prevención de actuaciones que conlleven al detrimento 

patrimonial deben estar a cargo de la propia entidad sujeto de control a través de las oficinas de control 

interno. (Almonacid, 2015) 

 

Así las cosas, con un control posterior y selectivo y existiendo una autonomía administrativa y 

presupuestal en los territorios y la Nación, incluyendo los elementos de coordinación de competencias 

entre estas, debemos analizar la forma en la que el constituyente y el legislador dispusieron el Control 
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Fiscal de la Nación y los Territorios, particularmente la estructura de la Contraloría General está 

sectorizada y es en efecto bajo esta estructura administrativa que le corresponde a ciertas dependencias 

adelantar el proceso auditor y a otras el proceso de responsabilidad fiscal. El estatuto anticorrupción 

Ley 1474 de 2011 en su artículo 128 modificó la estructura y funciones de esta entidad creando 

contralorías delegadas intersectoriales y gerencias colegiadas departamentales para la vigilancia de los 

recursos de la Nación administrados en forma desconcentrada en el nivel territorial o transferidos a las 

entidades territoriales y sobre los cuales la Contraloría General de la República ejerce control 

prevalente o concurrente, así mismo, mediante resolución orgánica 6541 del 18 de abril de 2012 

expedida por el Contralor General de la Republica, se conformó una gerencia departamental colegiada 

en cada departamento y se señaló que se estructurarían con no menos de un gerente y dos contralores 

provinciales adicional a la estructura propia de asesores y personal administrativo. (Botero, 2018) 

 

La oportunidad y conveniencia del modelo actual va ligado a nuevas herramientas que trajo 

consigo el Estatuto Anticorrupción (República C. d., 2011) y las modificaciones en la estructura 

funcional de la Contraloría General de las Republica tales como:  

- Unidad de investigaciones especiales contra la corrupción.  

- Unidad de cooperación nacional e internacional de prevención, investigaciones e 

incautación de bienes.  

- Unidad de apoyo técnico al congreso  

- Unidad de seguridad y aseguramiento tecnológico e informático.  

- Gerencias departamentales colegiadas. 

Retomando las competencias y funciones atribuidas a cada una de las 63 contralorías 

territoriales y a la Contraloría General de la República, tendremos que afirmar que es clara la 
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coherencia que ha tenido el constituyente y el legislador para estructurar órganos de control fiscal 

en consideración a los sujetos vigilados, nación, departamentos y municipios y en segundo lugar 

en relación con la fuente de recurso, respetando principios constitucionales como el de 

descentralización administrativa, esta lógica jurídica, funcional, administrativa y presupuestal no 

es un capricho del constituyente sino que responde a un análisis juicioso de competencias, sujetos 

de control y fuentes de recursos garantizando la presencia de la institucionalidad de los órganos 

de control en todo el territorio Nacional y reiterando esta necesidad de presencia territorial en el 

estatuto anticorrupción a través de la cual como ya se indicó se crearon 32 gerencias regionales y 

75 provinciales dependientes de la Contraloría general de la Nación considerando la transferencia 

de importantes recursos de la Nación hacia los entes territoriales dada la precariedad de las 

finanzas municipales en los que el 87% de los municipios es decir 954 son categoría sexta en 

nuestro país. 

 

Así las cosas, la estructura de la Contraloría General de la Republica responde a los sujetos de 

control y al presupuesto vigilado entre el nivel central y descentralizado, entre otros, a través sistema 

general de participaciones y de regalías, afianzando el principio de descentralización administrativa y 

presupuestal.  

 

El autor Vásquez haciendo una citación de Vallejo afirma que existen seis reglas básicas del 

control fiscal las cuales son:  

1. El control fiscal debe tener en cuenta la evaluación de todo el gasto público y no solamente 

la forma en que este fue invertido.  

2. El Control fiscal aunque es posterior, debe ser preparado y planeado previamente, el 
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organismo encargado de este tipo de control debe estudiar a profundidad la entidad sujeto de control, 

en pocas palabras el control fiscal no es un mecanismo que permita improvisación si lo que se quieren 

son resultados adecuados.  

3. Las entidades públicas deben diseñar indicadores adecuados, es decir, que para la evaluación 

del sujeto de control deben haber pautas de comparación no solo con entidades del sector público que 

desempeñen las mismas funciones sino incluso con entidades de carácter privado.  

4. El control fiscal es permanente, debe vigilar todas las actuaciones de la administración, más 

no obstaculizarlas.  

5. Debe ser oportuno, con el fin de no dificultar la labor de fiscalización.  

6. Los resultados deben ser publicados de manera clara. (Miranda, 2000) 

 

Es por lo anterior y siendo consecuente con esta lógica de la propia organización del Estado 

y la fuentes de recurso, que deben considerarse totalmente desacertadas algunas afirmaciones 

tales como la del señor Contralor General de la República, Edgardo Maya quien ha señalado que 

-sería necesario que las contralorías ofrecieran un balance público de cuánto cuesta su 

sostenimiento (nominas formales, nominas paralelas y contratistas externos) y cuántos de los 

recursos públicos malversados logran recuperar efectivamente. No es que digan cuantos procesos 

de responsabilidad fiscal inician, sino cuántos concluyen y cuánto dinero recuperan. Al fin y al 

cabo, ese es uno de sus objetivos primordiales. Pero el resultado con seguridad será vergonzoso.-  

(Maya, 2017). 

 

 Frente a esto, otros funcionarios públicos han manifestado sus posturas, como por ejemplo 

el Doctor Felipe Córdoba Ex Auditor General de la República quien señaló que las -Contralorías 
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rescatan 40 de cada 1.000 pesos de recursos embolatados el 4%-, -hoy se rajan todas las 

contralorías en recuperación del recurso público. Por beneficios de auditoría, están recopilando 

alrededor de $400 de cada $ 1.000, pero en la recuperación del recurso como tal de $250.000 

millones (que es presupuesto anual de todas las contralorías) recuperan $1.500 millones. Entonces 

se rajan- (Córdoba, 2017). 

 

Sobre el particular es necesario indicar que ese análisis se queda corto, es innocuo hacer 

una discusión de fondo con tan solo esos elementos, es necesario para el país frente a la notoria 

crisis de control fiscal zanjar y generar un espacio de discusión más profundo, sin minimizar el 

debate a una problemática netamente estadística o solo frente a la estructura formal de las 

contralorías, pues como ya quedó claro la misma corresponde al principio de descentralización 

administrativa y financiera, es por ello que deben analizarse elementos más sustanciales, los 

cuales serán expuestos en este escrito teniendo en cuenta la gran relevancia de este asunto a nivel 

Nacional. 

 

Como se ha expuesto, existen numerosas posiciones entorno a la permanencia de un 

sistema descentralizado de control territorial argumentando entre otros aspectos: corrupción, 

ineficiencia, variable costo - beneficio, falta de criterios unificadores en la aplicación del control 

fiscal, clientelismo, entre otros; sin embargo, hemos visto como la estructura misma del control 

fiscal responde al principio de descentralización, la calidad de los sujetos de control y la fuente 

de los recursos por auditar, ahora, es preciso cuestionar tal y como lo hizo en su momento la 

Auditoria General de la República en el IV Congreso Nacional de Contralores efectuado en Villa 

de Leiva a finales del año 2017, así:  -¿acabando con las contralorías territoriales se soluciona el 
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problema del control fiscal en el país y se acaba con la corrupción administrativa?-, frente a esto 

y a los postulados anteriores, es claro que no, categóricamente es notorio que ese no es el camino, 

pues si bien la crisis no es consecuencia de la estructura normativa y administrativa, esa crisis 

requiere ser atendida desde un análisis académico, legislativo, de la sociedad civil, de los propios 

órganos de control fiscal, de la jurisdicción, del ejecutivo en general que permita una reforma 

integral al control fiscal, pues incluso la eliminación de las contralorías territoriales ha sido 

propuesta firme en época electoral como gran solución contra la corrupción, obviando con ello 

un debate tan importante como lo es, la propia existencia del modelo del control fiscal en el país 

y es que acogiendo planteamientos de la propia Auditoria General de la República “No puede 

concebirse un control fiscal territorial del nivel central del Estado, sin lesionar gravemente el 

concepto de descentralización concebido por el Constituyente de 1991”.  

 

Se reitera que el debate no se debe centrar frente a la eficiencia de la Contraloría General 

de la República y la ineficiencia de las Contralorías territoriales, porque ninguna de las dos en 

materia de fallos y recaudos derivados de procesos de responsabilidad fiscal saldrían bien 

libradas, si de resultados o estadísticas se trata; para soportar lo descrito tenemos el siguiente 

cuadro consolidado con los datos contenidos en el informe de gestión de la Contraloría General 

de la Republica así: 

2. EFECTIVIDAD DE LA CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA 
Proceso de responsabilidad fiscal    4.765 
Valor procesos de responsabilidad fiscal (Billones)  $ 14.610.000  

Fallos de responsabilidad Fiscal Millones $  $ 138.381 

Recaudo sobre procesos de responsabilidad fiscal Millones $  $ 109.539 
Porcentaje de fallos sobre valor de procesos de Resp. Fiscal    0,95% 

Porcentaje de Recaudos obre valor de procesos de Resp. Fiscal     0,75% 

    
En ejecución de Equivalencia por Mil pesos ($1000)  $ 1.000 

Por cada Mil sobre procesos responsabilidad fiscal los fallos son: 0,95% $ 9,5 

Por cada Mil sobre procesos responsabilidad fiscal los recaudos son: 0,75% $ 7,5 
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(República C. G., 2015-2016, págs. 171-172-173) 

CONTRALORIA DEPARTAMENTALES  
 
En ejercicio de Equivalencia por Mil pesos ($1000) 

   
1.000 

Por cada Mil sobre procesos responsabilidad fiscal los recaudos son: 4%                    $ 40 

    
    

 

Ante este panorama es evidente que la efectividad tanto de la Contraloría General de la 

Republica como de las Contralorías Territoriales en Colombia está en crisis, entonces puede 

indicarse que no se encuentra solución al concentrar las funciones en un órgano único, pues no 

respondería a los resultados requeridos por el país que actualmente cuenta con presencia central 

y territorial a través de sus gerencias Departamentales, por el contrario una solución tan simplista 

iría en contravía del principio de descentralización administrativa y se convertiría en un fracaso 

más de la búsqueda efectiva de un control fiscal ejemplar y es por ello que el debate a la reforma 

integral debe ser consecuente con la organización del estado y las necesidades actuales en materia 

de lucha contra la corrupción.   

 

Herramientas dentro de la legislación vigente que permitan la articulación entre el 

Control fiscal nacional y el territorial  

 

A pesar de que la Contraloría General de la República es el órgano de control fiscal 

superior en Colombia, debe precisarse que ello no implica que las contralorías territoriales tengan 

alguna relación de dependencia o subordinación con la misma, como quiera que cada contraloría, 

trátese de las departamentales, municipales o distritales, es totalmente independiente y autónoma 

de las demás desde el punto de vista funcional, administrativo y presupuestal.  
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No obstante la precisión realizada, existen disposiciones normativas que se encargan de 

articular el ejercicio funcional del control fiscal entre la contraloría general y las contralorías 

territoriales. La primera contenida en el numeral 12 del artículo 268 de la constitución política, 

que señala como función de la contraloría general de la república, dictar normas generales para 

armonizar los sistemas de control fiscal de todas las contralorías, esta disposición no faculta al 

Contralor General para “regular” o “reglamentar” los sistemas de control fiscal que deben 

utilizarse en cada contraloría, sino que lo autoriza solo para armonizar los mismos, es decir, para 

fijar parámetros que permitan establecer una relación armónica entre los regímenes existentes en 

el nivel territorial y el nacional. Bajo este esquema durante el año 2013 en cumplimiento del 

artículo 130 de la ley 1474 de 2011, se estructuró la GUIA DE AUDITORIA TERRITORIAL, 

así como la primacía de las normas expedidas por este frente a las demás y la obligación de 

capacitar a las demás contralorías. (Botero, 2018) 

 

Sin embargo, estas disposiciones normativas se quedan cortas en su implementación pues 

si bien es cierto los documentos existen es una realidad el desarrollo de una gestión fiscal a través 

de un modelo nacional que incluya parámetros, directrices, elementos o herramientas que le 

apunten a la obtención de resultados positivos en la salvaguarda del patrimonio público, que 

además se dé en pro de la comunidad y el cumplimiento de los fines esenciales del Estado no se 

da y no es una realidad para el país aún y teniendo en cuenta que la función pública trae consigo 

unos principios y pareciera que el desconocimiento o inaplicación de estos redunda en un 

rompimiento de la articulación entre el nivel nacional y el regional.  
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Es por ello que la ley también ha previsto el control fiscal concurrente y prevalente, pues 

jurisprudencialmente se determinó que en el marco de la –cláusula general de competencias- la 

Contraloría General puede vigilar la totalidad de los recursos públicos que sean de orden nacional 

o territorial, conforme a su competencia funcional o por medio del control concurrente o 

excepcional, que son otras herramientas de trabajo coordinado entre el nivel territorial y el 

nacional por la transferencia de recursos y en donde estas dos tengan intereses o competencias, 

específicamente frente a los recursos del sistema general de participaciones con excepción de las 

regalías y previendo la norma siempre, la facultad de una vigilancia prevalente por parte de la 

Contraloría General de la República.  

 

Con base a esta herramienta puede indicarse que es necesario estudiar la posibilidad de 

quitarle a las contralorías todas aquellas funciones que no sean propias de su trabajo como 

auditores, como la función de llevar a cabo juicios de responsabilidad fiscal (que parece ser propia 

de un órgano de naturaleza judicial) y estudiar hasta qué punto se justifican las funciones de tipo 

contable que aún mantiene: contabilidad de la ejecución presupuestal y registro de la deuda 

pública. Con ello, seguramente, las contralorías ganarían fortaleza como órganos de auditoría 

pública. (Galves, 2007) 

 

Esto teniendo en cuenta además, que la elevación del control fiscal externo a la jerarquía 

de órgano autónomo del Estado con la responsabilidad de evaluar la calidad del control fiscal 

interno de la administración y de promover los mecanismos de participación ciudadana en la 

vigilancia de la gestión fiscal del Estado, convierte a las contralorías en entidades estratégicas 

dentro del andamiaje constitucional, orientado a garantizar, mediante un control fiscal de calidad, 
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el cumplimiento de las finalidades sociales del Estado. (Obregón, 2006) 

 

Ahora bien, el Estatuto anticorrupción Ley 1474 de 2011, trajo consigo otras herramientas 

tales como las Comisiones Regionales de Moralización a través de las cuales se está 

implementando la política pública integral anticorrupción en el país (Pública, 2013) mediante un 

trabajo articulado de los órganos de control que las conforman, pues si bien es cierto en el marco 

de la función pública cada entidad y autoridad administrativa tiene competencias y límites de 

actuación, se hace necesario un trabajo en conjunto en la lucha contra la corrupción en Colombia 

y es por esto que dicha figura está contemplada para realizar una labor coordinada, que cuenta 

con tres pilares fundamentales como son la –prevención, -sanción- e –investigación de casos 

relevantes en materia de corrupción. (República P. d., 2917) 

  

Estas Comisiones, al igual que el modelo actual de control fiscal deben contar a futuro con 

una reestructuración, pues desde la Comisión Nacional de Moralización debe existir mayor 

claridad frente a los lineamientos que permitirán lograr un efectivo control de los recursos 

públicos, su buena inversión y una real participación ciudadana donde las Entidades públicas 

estén realmente al servicio para satisfacer las necesidad de los ciudadanos y donde conforme a las 

competencias institucionales se coordinen acciones en contra de la corrupción.  

 

Ahora bien, paralelo a estas herramientas encontramos las oficinas de control interno las 

cuales ejercen su función de control a través de un sistema integrado por el esquema de 

organización y el conjunto de planes, métodos, normas, procedimientos y mecanismos de 

verificación y evaluación adoptados por una entidad, con el fin de procurar que todas las 
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actividades, operaciones y actuaciones, así como la administración de la información y los 

recursos se realicen de acuerdo con las normas constitucionales y legales vigentes dentro de las 

políticas y objetivos previstos, (Obregón, 2006) siendo entonces una herramienta eficaz cuando 

de control y prevención se trata, porque ¿qué más oportuno sino un análisis interno y propio del 

uso y manejo de recursos? Es allí donde se hace realidad el control previo, donde se materializa 

esa barrera de protección al patrimonio público generando alertas independientemente que su 

actuar y tramite sea netamente administrativo. Es bajo esta figura que las Contralorías pueden 

encontrar un aliado estratégico en su gestión fiscalizadora y de lucha contra la corrupción. Sobre 

la relación entre el control interno y el control fiscal, la Corte Constitucional ha considerado que 

al poner en cabeza de la administración la obligación de establecer sistemas de control interno, 

responsabilizar a las contralorías de la función y conceptuar sobre la calidad y eficiencia de ellos, 

se logra una distinción esencial entre los contenidos, fines y responsabilidades propios de cada 

uno de los controles, sin que esto signifique que sus actuaciones sean excluyentes, por el contrario, 

ya que las contralorías no cuentan con la función de control previo las oficinas de control interno 

pueden ser quienes la ejerzan. (Lucas) 

 

Sobre la distinción entre control fiscal externo y control interno, ha precisado la Corte 

Constitucional lo siguiente (Arturo Ardila Ramirez, 2000): 

 

 “Al colocarse en cabeza de la administración (sic) la obligación de conceptuar la calidad 

y eficiencia del control fiscal interno de las entidades y organismos del Estado, como lo prevé la 

propia Constitución (Art. 268 numeral 6º), se logra una distinción esencial entre los contenidos, 

fines y responsabilidades propios del control interno, que debe organizarse en las entidades 
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públicas y las de control fiscal externo ejercido por la Contraloría General de la República y las 

contralorías departamentales, distritales y municipales a nivel territorial. Se confiere así forma 

real a la diferenciación entre las tareas administrativas y las de control fiscal, de donde el control 

interno se entiende como parte del proceso administrativo y corresponde adelantarlo a los 

administradores; teniendo oportunidades propias en todos los momentos del cumplimiento de la 

función administrativa, pudiendo ser lo previo, concomitante o posterior, lo que permite que el 

funcionario cumpla su función, asumiendo la responsabilidad por sus actuaciones y resultados; 

sin perjuicio de la independencia de los organismos de control fiscal, no coadministradores, que 

cumplirán sus funciones de manera posterior y selectiva, sin ocuparse de funciones 

administrativas distintas de las inherentes a su propia organización.” (Constitucional, Sentencia 

C 534, 1993) 

El control fiscal también cuenta con herramientas definidas para su correcta ejecución y para 

que su cumplimiento se pueda materializar, conforme lo ha expresado la Procuraduría General de la 

República, las decisiones que tome el ente fiscal son de obligatorio cumplimiento, las actuaciones de 

la Contraloría tienen valor probatorio ante autoridades judiciales y además ejercen jurisdicción 

coactiva. (Nación P. G., 2004) 

 

Es evidente entonces que el legislador sí ha provisto en la norma elementos sustanciales y 

herramientas a través de las cuales los sujetos que ejercen el control fiscal a nivel nacional y 

territorial pueden dar uso efectivo y lograr efectivamente una labor y gestión fiscal oportuna y 

eficaz mediante un verdadero control y seguimiento al patrimonio público, coordinado, planeado 

y consecuente con las necesidades socio económicas del país.  
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La crisis del control fiscal es un problema formal, estructural, normativo, personal o 

institucional. 

 

Se ha realizado un análisis juicioso sobre la estructura funcional del control fiscal su 

correspondencia con los sujetos vigilados y las fuentes de los recursos, la existencia de un órgano 

rector del Control Fiscal como es la Contraloría General de la República y su presencia en las 

regiones y la existencia de contralorías territoriales, departamentales y municipales, la vigencia 

de un marco normativo que dispone un control posterior y selectivo, la existencia de mecanismos 

legales de articulación y asunción de competencias del nivel central a los territorios bajo las 

figuras del control prevalente y el preferente. A su vez se analizaron las estadísticas sobre los 

escasos resultados en materia de eficacia y eficiencia de las 63 contralorías territoriales y la 

Contraloría General. Al margen de estos análisis, a través de medios de comunicación se han dado 

a conocer grandes escándalos de corrupción que afectan el patrimonio público en Colombia y 

menguan cada vez más la confianza ciudadana en la institucionalidad y particularmente en el 

actuar de los organismos de control, para indicar algunos de los más relevantes en los últimos 

gobiernos se tienen ejemplos como reficar, ruta del sol, planes de alimentación escolar, cartel de 

hemofilia en Córdoba, Odebrecht, cartel de la contratación en Bogotá, planta de tratamiento de 

aguas residuales Canoas, escándalos en Corporaciones Regionales, escándalos en el sector salud, 

cartel de la toga, elefantes blancos a lo largo y ancho del territorio Nacional, captura del fiscal 

anticorrupción, es decir, que la corrupción ha permeado entidades de orden Nacional y territorial, 

del ejecutivo central y el territorial, de los órganos de control, investigación y vigilancia y de los 

ordenadores del gasto, sin respetar limites u organización del Estado, tal panorama  permite 

concluir que la crisis en el control fiscal de Colombia en la lucha contra la corrupción  es un 
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problema estructural que requiere una reforma integral que lo fortalezca y permita su debida 

consolidación bajo los principios de la economía, eficacia y eficiencia administrativa. 

  

Las instituciones creadas por sí solas para ejercer el control fiscal no son el problema, 

existen diferentes factores que impiden un adecuado desempeño de los órganos de control y entre 

ellos podemos señalar los siguientes: 

 

- Un marco normativo Constitucional y legal que establece un control posterior y 

selectivo que muestra evidentes signos de poca efectividad y permisibilidad en la 

consolidación de actos que afectan el patrimonio público, por lo cual se hace necesario 

evaluar la incorporación de normas que permitan actuaciones preventivas a las 

Contralorías de manera excepcional sin entrar en la órbita de la coadministración, 

facultades excepcionales como el control de advertencia fueron útiles pero 

desaparecieron del marco constitucional por su inexequibilidad, (Constitucional, 

Sentencia C 103, 2015) sin embargo se hace necesario y ante la crisis del control fiscal 

y como una herramienta preventiva de lucha contra la corrupción regresar por vía 

excepcional a contemplar en el marco constitucional herramientas de este tipo, o sino 

como se ha venido sosteniendo el control fiscal continuará siendo póstumo y testigo 

ciego de los innumerables actos contra el patrimonio de los colombianos. 

 

-  La asunción de competencias en cabeza de los órganos de control fiscal que desbordan 

su capacidad institucional afectando su eficacia y eficiencia y generan quizás una 

presunta violación de garantías del debido proceso, sobre el particular hay que referirse 
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a la competencia de auditoria que implica la determinación y consolidación de 

hallazgos y la función de juzgamiento que implica la declaratoria de responsabilidad 

fiscal, convirtiéndose el órgano de control fiscal en juez y parte, por lo anterior y 

compartiendo tesis expresadas sobre el particular desde la Contraloría General de la 

República y la Auditoria General, se recomendaría modificar constitucionalmente las 

funciones de las contralorías y asignarles única y exclusivamente la función de 

investigación, en conjunto con auditorias especializadas, técnicas, solidas jurídica y 

probatoriamente que permitan acusar ante otro órgano competente quien realizaría el 

juzgamiento que bien podría ser un Tribunal de Cuentas de corte jurisdiccional que 

podría eventualmente dar firmeza a sus fallos acabando con ello la incertidumbre 

jurídica de los actuales fallos de responsabilidad fiscal que están sometidos a un control 

jurisdiccional en el Contencioso administrativo.  

 

Ivan Dario Gómez Lee, bien expone el concepto de seguridad jurídica así –es 

pertinente mencionar el alcance del concepto, la seguridad jurídica es un principio 

implícito del ordenamiento jurídico que, desde el enfoque multidisciplinario propuesto, 

puede aplicarse como un medio o instrumento que conduce al análisis del derecho y de 

las instituciones jurídicas (para su estudio, comprensión, y mejora; para su medición o 

la determinación de variables, indicadores e índices, o, para la valoración crítica desde 

las concepciones hasta las finalidades).- (Lee, 2016) 

 

- La necesidad de garantizar la autonomía real de los órganos de control en relación con 

su elección y presupuesto, siendo necesario encontrar una alternativa constitucional en 
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la que ni el Contralor General, ni los Contralores territoriales sean elegidos por órganos 

colegiados de elección popular, pues es un contrasentido estigmatizar la elección de 

los contralores departamentales por las asambleas y de los municipales por los concejos 

y guardar silencio de la elección del Contralor General por el Congreso en pleno, la 

reforma debe ser estructural porque la autonomía debe predicarse de todos los 

responsables del control fiscal y por supuesto esta autonomía debe predicarse desde el 

punto de vista presupuestal conforme a la Ley 617 de 2000 que regula lo concerniente 

al fortalecimiento de descentralización y la racionalización del gasto público nacional. 

 

- La falta de articulación entre la Contraloría General, sus gerencias regionales y las 

contralorías territoriales ha sido un factor considerable en la crisis del control fiscal, 

pues hemos visto como la estructura presupuestal del país dispone de la presencia en 

las regiones de fuentes de financiación nacionales en concurrencia con las territoriales, 

sin embargo conforme a la misión institucional de las contralorías no se concilian los 

planes de auditoría entre el nivel nacional y regional, es decir que aunque existe 

autonomía e identidad propia conforme al carácter misional, debería existir una 

correlación y coherencia con los planes de trabajo a ejecutar en materia de gestión 

fiscal, en relación con ello, debe afirmarse que los recursos llegan a las regiones desde 

diferentes fuentes y en muchos casos son objeto de afectación patrimonial por el 

fenómeno de la corrupción porque los responsables del control fiscal territorial y 

Nacional no llegan coordinadamente para buscar fortaleza institucional.  
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- La lentitud en el trámite y definición de los procesos de responsabilidad fiscal, la poca 

efectividad de las sanciones resarcitorias o las consecuencias perjudiciales cuando no 

se decretan medidas cautelares a tiempo, o cuando los sujetos sancionados se 

insolventan, son situaciones que convierten los fallos de responsabilidad fiscal en una 

definición formal de responsabilidad más no realmente material en relación con el 

resarcimiento del daño causado al Estado, máxime el control jurisdiccional al que son 

sometidos los fallos de responsabilidad fiscal generando una incertidumbre jurídica 

que en promedio puede durar 10 años para encontrar firmeza jurídica y es conforme a 

estos factores que se disminuye claramente la efectividad del control fiscal para 

recuperar dineros para el Estado y generar precedentes ejemplarizantes que contengan 

verdaderas consecuencias patrimoniales a quienes a través de actos de corrupción 

afecten el patrimonio público. 

 

CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES  

  La actual estructura de un control fiscal central a cargo de la Contraloría General 

de la República y un control Fiscal territorial a cargo de las Contralorías Departamentales, 

Distritales y municipales guarda coherencia normativa con la estructura administrativa y 

presupuestal del estado y responde al principio de descentralización de arraigo Constitucional. 

 

La crisis del control fiscal es un problema estructural, que requiere una reforma integral 

partiendo de un nuevo enfoque constitucional y un desarrollo coherente en materia legislativa, 

por lo que se hace necesario por vía constitucional dotar al control fiscal de herramientas que por 

vía excepcional permitan un control preventivo. 
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Si la crisis del control fiscal es estructural la eliminación de las contralorías territoriales 

no es la solución por sí misma.  

 

Ante la falta de eficiencia y eficacia de todos los órganos de control fiscal es necesario 

evaluar sus funciones sugiriéndose que por vía de reforma constitucional y conservando el 

carácter técnico y autónomo del control fiscal, se especialicen las mismas en materia del proceso 

auditor y se cree un Tribunal de cuentas de carácter jurisdiccional ante el cual las contralorías 

acusen a las personas naturales y jurídicas que con su actuar han afectado la integridad del 

patrimonio público. La creación de un Tribunal de cuentas de carácter jurisdiccional brindaría 

certeza jurídica y oportuna justicia en materia del régimen sancionatorio fiscal. 

 

En un esquema de especialización de los órganos de control fiscal en auditoría fiscal sería 

un total contrasentido pretender eliminar las contralorías territoriales por cuanto no se concibe un 

proceso auditor que no se realice directamente en los territorios. 

 

Es necesario poner en marcha con la estructura normativa actual del régimen de control 

fiscal o bajo los parámetros de una reforma integral, los mecanismos legales que permitan 

articular y concertar los planes de auditoria dada la confluencia de las regiones de fuentes 

nacionales y territoriales. 

 

Bajo la experiencia como servidor público al frente de diferentes organismos de control, 

se concluye que la única forma de combatir efectivamente la corrupción es por medio de la labor 
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articulada de todos los órganos de control, es por ello que resalto la labor que vienen desarrollando 

en todo el país las comisiones regionales de moralización, así como la Comisión Nacional en 

desarrollo del mandato contenido en el estatuto anticorrupción Decreto 1474 de 2011. 

 

El proceso verbal debe ser el principio general de las actuaciones fiscales convirtiendo los 

lentos procesos ordinarios en fallos expeditos, que garanticen el debido proceso pero que 

muestren la oportunidad en tiempo real de las sanciones fiscales expedidas por quien ejerza dicha 

competencia.  

 

Ahora bien, hemos visto que es necesaria una reforma estructural al control fiscal para 

alcanzar resultados positivos, es así entonces que sus modificaciones no deben basarse en la 

presentación de un proyecto de reforma a la norma sin ningún consenso, pues cualquier acto 

legislativo antes de ser llevado a revisión por parte del Congreso de la República debe nutrirse de 

experiencias, conceptos académicos, estudio socio económico del país, así como de las mismas 

experiencias de los órganos de control, de la jurisdicción y las buenas prácticas internacionales 

que brindan organizaciones como son la OCDE, para no incurrir en el mismo error del pasado y  

expedir normas,  basados en un actuar por reacción ante el clamor de diferentes sectores del país 

de modificar la estructura actual del control fiscal por su baja eficiencia y eficacia, dicha reforma 

deberá basarse sobre lo fundamental del control fiscal, esperando que las apreciaciones plasmadas 

en este escrito contribuyan a enriquecer esta discusión. 
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